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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado

Sala Primera. Sentencia 15/1993. de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.681/1989. Con­
tra Sentencia del Tribunal Supremo declaran­
do no haber lugar a recurso de casación con­
tra la dictada por la Audiencia Provincial de
Barcelona. que condenó al recurrente de
amparo como autor responsable de injurias
graves por escrito y con publicidad. Vulne­
ración del derecho a comunicar libremente
información: ponderación indebida de los
derechos fundamentales en conflicto; veraci­
dad y relevancia de la información; secreto
profesional.

3869

En el recurso de amparo núm. 1.681/89. interpuesto
por don Joan Valls Piqué, representado por don Ignacio
Corujo Pita. sustituido posteriormente por don Juan Coru­
jo L6pez Villamil y finalmente por don Luis Suárez Migo­
yo. bajo la dirección letrada de don José Poch i Villa­
mayor, contra la Sentencia de la Sala Segunda ¡lel Tri­
bunal Supremo. de 8 de junio de 1989. que declara
no haber lugar al recurso de casación contra la dictada
por la Sección Segunda ¡le la Audiencia Provincial de
Barcelona. de 14 de abril de 1986. que condena al
recurrente en amparo como autor responsable de un
delito de injurias graves por escrito y con publicidad.
Han comparecido el recurrente y el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 4 de agosto de 1989 tuvo entrada en el registro
de este Tribunal un escrito de don Ignacio Corujo Pita.
Procurador de los Tribunales. que en en nombre y repre­
sentación de don Joan Valls Piqué. interpone recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. de 8 de junio de 1989. que declara
no haber lugar al recurso de casación contra la dictada
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Barcelona. de 14 de abril de 1986. que
condena al recurrente en amparo como autor respon­
sable de un delito de injurias graves por escrito y con
publicidad.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) Con fecha 25 de abril de 1984 se publica en
al sección de «cartas al directo,,> llamada <Nd. opina»
del bisemanario <<Igualada». dirigido por el ahora
recurrente en amparo una carta firmada por don Josep
Juan Martí. cuya identidad se desconoce. en la que bajo
el título «El regidor Crema-Banderas» se dice que el Con­
cejal de Igualada don José Ramón Gumá. como Pre­
sidente de la Agrupación Sardanista de Igualada. se jactó
públicamente en su discurso pronunciado a los postres
de la comida· conmemorativa del X Aniversario de la
proclamación de Igualada como ciudad Publilla de la
Sardana, de haber quemado banderas españolas.

FALLO

, En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Julia Gotlzález
García y. en consecuencia:

Primero.-Declarar nula la Sentencia de la Sala Segun­
da del Tribunal Central de Trabajo de 16 de mayo
de 1989.

Segundo.-Reconocer a la recurrente el derecho a
la tutela judicial efectiva.

Tercero.-Restablecer a la demandante en la integri­
dad de su derecho. para lo cual se declara firme la Sen­
tencia dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 7
de Madrid. de fecha 3 de octubre de 1988, en el pro­
cedimiento núm. 475/88.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
16n.-Firmado y rubricado.

timo derecho al ejercicio de reclamaciones y acciones
judiciales. El elemento definitorio. lo que dota de con­
tenido a la alegada causa de rescisión de su vínculo
cOl]tractual con la revista son. como se reconoce en
la comunicación a ella dirigida. sus reclamaciones en
favor del carácter laboral de su relación. Así. vinculando
de manera expresa la cause real del despido con la pre­
sentación de una reclamación sobre ese extremo, no
puede limitarse su valoración a una mera discrepancia
entre las partes litigantes sobre el derecho discutido,
sino que. como expresamente dice la Sentencia del TCT.
«está claro que el despido se produjo por la discrepancia
habida entre las partes litígantes en cuanto a un derecho
discutido y discutible relativo a la existencia o no de
la relación de tipo laboral entre las partes». Y como esa
discrepancia fue llevada por la trabajadora a la vía judi­
cial. agotando previamente la vía gubernativa. es claro
que el despido respondía a las reclamaciones de la tra­
bajadora. relativas al carácter laboral de su contrato y
concretamente a la que agotaba la vía administrativa.
Debe entenderse por tanto que el único motivo del des­
pído ha sido una reacción' del empresario frente al ejer­
cicio legítimo del derecho a la acción judicial que con­
sagra el arto 24 C.E. y que. como básico. proclama tam­
bién el arto 4.2. g). del Estatuto de los Trabajadores.
y que tal conducta ni puede valorarse como causa de
despido discipliario. ni puede considerarse «transgresora
de la buena fe contractual». Es. pues, claro que si los
hechos imputados a la recurrente constituyen legítimo
ejercicio del derecho de tutela jurídica. sólo queda en
pie la injustificable voluntad de dificultar irrazonablemen­
te o sancionar el ejercicio de dicho derecho. Por lo que
resulta de aplicación al caso la reiterada doctrina de
este Tribunal que ha considerado radicalmente nulos los
despidos producidos por el ejercicio legítimo·por los tra­
bajadores de derechos fundamentales (SSTC 38/1981.
47/1985.104/1987.166/1988 Y 114/1989), Sen­
tencias que si bien hacían referencia a otros derechos
fundamentales. como la libertad de expresión y la liber­
tad sindical. es también de aplicación cuando el derecho
fundamental que provoca la sanción es. como ocurre
en el presente caso y como entendió la Magistr¡¡tura
de Trabajo. el derecho a la tutela judicial efectiva.
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Consta en los antecedentes que el ahora recurrente
en amparo publicó la carta por estar de acuerdo con
SIJ contenido, y que no quiso rellelar su autor en ejercicio
del secreto profesional.

bl El señor Ramón Gumá denunció la referida infor­
mación como un posible delito de calumnias, compa­
reciendo después en las diligencias como querellante
particular. La Sección Segunda de la Audiencia Pro­
vincial, de Barcelona dicta Sentencia, de 14 de abril
de 1986 en la que se condena al ahor,a recu'rrente
como autor de un delito de injurias graves con publi­
cidad a la pena de dos meses de arresto mayor y treinta
mil pesetas de multa, «dado que en la carta que el
procesado autorizó publicar por estar de acuerdo ...
se evidencia un animus iniurandi no desplazado por
el alegado animus narrandi o animus criticandi puesto
que el ejercicio del derecho a la crítica o censura no
puede incidir en el campo de lo punible, y en el presente
caso al atribuir a un Concejal de un Ayuntamiento unas
manifestaciones jactándose de haber quemado ban­
deras nacionales no permite albergar dudas de la inten­
cionalidad cuando ello no se constató ... y, si bien es
cierto que con arreglo al arto 20 de la C.E.. es legal
el derecho de censura y crítica periodística de la actua­
cion pública de cuantas personas ejerzan funciones
de esta clase no menos cierto eS que el ejercicio de
este derecho en un régimen de libertad ... no puede
llegar a la difamación».

Interpuesto recurso de casación por el recurrente en
amparo, por quebrantamiento de forma e infracción de
Ley, es desestimado por la Setencia de la Sala Segunda
del Tribunal Supremmo de 8 de junio de 1989, razo­
nando que no se produce el vicio alegado de no haber
resuelto lá Sentencia impugnada el hecho de que la infor­
mación era cierta, ya 'que afirma «que no se cOnstató»,
que por otra parte no puede realizar una nueva valoración
de la prueba por no ser pruebas documentales que pue­
dan ser revisadas er) casación, y reiterando la valoración
contenida en la Sentencia de la audiencia de que la
libertad de información no abarca estos súpuestos en
los que se informa sobre la comisión de un delitO, con­
sidera que dado que no se ha constatado que se pro­
dujera la jactancia de haber quemado banderas nacio­
nales el tenor de la carta «dista mucho de un texto infor­
mativo y esclarecedor, para entrar en el área de lo veja­
torio, deshonroso o vilipendiador».

3. La demanda considera que las referidas resolu­
ciones judiciales vulneran los arts. 20, 25 y 120 de la
C.E., en cuanto que el animus iniuriandi se base en que
no se constató que el ConCejal se hubiera jactado de
haber quemado banderas nacionales; afirma que no se
niega que en el discurso del querellante se hablase de
la quema de banderas ocurrida años atrás, sino sim­
plemente que no se constató que se ,hubiera jactado
de dicha acción. Considera que habida cuenta del dere­
cho de crítica de la acción polrtica y de la libertad de
expresión y del valor preponderante de dicha libertad,
ésta debe ser protegida cuando se refiere a asuntos que
son de interés general por las personas y materias impli­
cadas, y que en estos supuestos se produce un conflicto
entre derechos cuya dimensión constitucional convierte
en insuficiente el criterio subjetivo del animus iniuriandi,
criterio que se asentaba en la prevaleancia absoluta del
derecho al honor, y que ahora es necesario integrar con
el derecho a la información. lo que no se ha realizado
en el presente supuesto. Concluye solicitando el otor­
gamiento del amparo y la nulidad de las Sentencias
impugnadas, así como su suspensión.

4. La Sección Segunda. por providencia de 15 de
septiembre de 1988 acordó tener por interpuesto el
recurso de amparo, y, a tenor de lo dispuesto en el

terio Fiscal y al recurrente para alegar lo que estimen
pertinente en relación a la carencia de contenido cons­
titucional de la demanda [50.1 cl LOTc] y a la eventual
extemporaneidad del recurso (44.2 LOTC).

El Ministerio Fiscal considera que se trata de un con­
flicto que hace referencia al derecho a la información
veraz, en el que las Sentencias impugnadas no analizan
suficientemente dicha veracidad. la de la Audiencia Pro­
vincial no contiene ninguna referencia a ella, salvo que
el querellante la niegue. La del Tribunal Supremo, afirma
textualmente en su antecedente 2: «A excepción de uno
de los testigos aportados por la acusación particular que
manifestó no haber oído nada de banderas, los demás
testigos reconocen que el denunciante habló ,sobre este
tema; existen solamente diferencias sobre si existió jac­
tancia en las manifestaciones y sobre si el denunciante
manifestó que había participado en aquellos hechos»
elemento que es de esencial importancia para la reso­
lución de este tipo de conflictos. Por lo que concluye
que no es manifiesta la carencia de contenido de la
demanda y que puede ser admitida a trámite si se acre­
dita fehacientemente la fecha de notificación.

El recurrente por su parte acredita la presentación
no extemporánea del recurso e insiste en su contenido
conStitucional en cuanto supone un conflicto entre dere­
chos fundamentales. resuelto por los Tribunales ordina­
rios en perjuicio de la libertad de expresión e información.

5. La Sección Segunda, por providencia de 26 de
noviembre de 1989, acordó la admisión a trámite de
la demanda de amparo, la solicitud de remisión de los
antecedentes judiciales obrantes en el Tribunal Supremo
y en la Audiencia Provincial dé Barcelona. así como el
emplazamiento de quienes fueron parte en el proceso.
Acordó igualmente la apertura de la correspondiente pie-
za de suspensión. "

6. Tramitada la pieza de suspensión, y tras las ale­
gaciones del recurrente en amparo y del Ministerio Fiscal.
se dicta el Auto de la Sala Primera de 18 de diciembre
de 1989 en el que se resuelve suspender la ejecución
de la pena privativa de libertad y denegar la suspensión
de la ejecución de la pena de multa y el pago de la
indemnización, condicionado este último pronunciamien­
to a la prestación de una caución.

7. La Sección Segunda, por providencia de 11 de
junio de 1990. acordó acusar recibo de las actuaciones,
y conceder un plazo de diez días al solicitante en amparo
para que participe el objeto y medios de la práctica de
prueba pretendida. Con fecha 2 de julio y por nueva
providencia se admite la prueba documental propuesta
que es incorporada y se inadmite la testifical en apli­
cación del arto 44.1 bl de la LOTC al versar sobre los
hechos que dieron lugar al proceso. Con fecha 16 de
julio la Sección dicta otra providencia dando vista de
las actuaciones al Ministerio Fiscal y al recurrente para
que. en el plazo común de' veinte días, formularan las
alegaciones que estimasen procedentes. '

El recurrente da por reproducidos los argumentos
expuestos y remite para la resolución del conflicto a
las SSTC 104/1986, 159/1987 y 121/1989.

El Ministerio Fiscal comienza señalando en sus ale­
gaciones que el recurso de amparo se dirige en realidad
contra la Sentencia de la Audiencia Proincial de Bar­
celona, y, por otra parte, que el arto 25 de la C.E. no
es objeto de alegaciones, por lo que hay que limitar
el análisis a la posible quiebra del arto 20.1 C.E.. y en
concreto a su apartado 4, libertad de comunicar infor­
mación veraz. Para el Ministerio Público la cuestión a
resolver gira alrededor de veracidad de la información.
y considera sorprendente la ausencia de pronunciamien­
to expreso en las Sentencias impugnadas relativo a la
veracidad o no de los hechos. La Sentencia de la Audien-
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cia Provincial' se centra en la perspectiva del animus
iniuriandi, perspectiva que considera insuficiente con
base en la STC 107/1988, ya que no se presta auténtico
interés a la veracidad o no de lo publicado ni se valora
la posible concurrencia de la libertad de información
como causa excluyente de la' antijuricidad, por lo que
no existe la necesaria y casuística ponderación a que
se refiere la STC 104/1986, lo que obliga a este Tribunal
a realizar su propia ponderación tomando como base
a la STC 107/1988. En relación al problema de a quién
corresponde la carga de la prueba de la veracidad y
considera que es a quien difunde la noticia y considera
que en este caso, y en aplicación de la doctrina contenida
en la STC 6/1988 lo ha hecho en forma suficiente para
que la información pueda ser considera veraz, por lo
que concluye solicitando la estimación del recurso. .

8. Por providencia de 12 de enero de 1993, se fijó
para la deliberación y fallo de la presente Sentencia el
día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Es ya reiterada jurisprudencia de este Tribunal
(por todas, SSTC 105, 171 y 172/1 990), la que afirma

· que en el conflicto entre las libertades reconocidas en
el arto 20 de la C.E. y otros bienes jurídicamente pro­
tegidos, entre los que se encuentra el derecho al honor,
los órganos judiciales. no deben estimar preponderante
en todo caso uno de los derechos, sino que deben, habida
cuenta de las circunstancias del caso, ponderar si la
información se ha llevado a cabo dentro del ámbito pro­
tegido constitucionalmente, o por el contrario si ha tras­
gredido ese ámbito, señalando igualmente que son ele­
mentos de primer orden a considerar la materia de la
información, su interés público y su contribución a la

·formación de una opinión pública libre, la persona objeto
de la información, ya que las personalidades públicas
o que voluntariamente adoptan ante un hecho concreto
tal condición deben soportar un cierto mayor riesgo de
lesión en sus derechos de la personalidad que las per­
sonas privadas, y el medio de información, en particular,
si ha sido difundida por un medio de comunicación social.
Todo ello partiendo del superior valor del derecho a la
información en la medida en que; al contribuir a la for­
mación de una opinión pública libre y plural, supone
uno de los elementos esenciales del Estado de derecho
y contribuye a la plena realización del conjunto de dere­
chos fundamentales.

Hemos también afirmado (por todas, STC 197/1986)
que el reconocimiento constitucional de las libertades
de expresión y de comunicar y recibir información ha
modificado profundamente la problemática de los delitos
contra el honor penalmente sancionables, ya que la
dimensión constitucional del conflicto convierte en insu­
ficiente el criterio subjetivo del animus iniuriandi para
el enjuiciamiento de este tipo de delitos puesto que el

· valor superior o de eficacia irradiante que constitucio­
nalmente ostenta la libertad de expresión y de infor­
mación, traslada el conflicto a un distinto plano en el
que no se trata de establecer si su ejercicio ha oca­
sionado lesión penalmente sancionada al derecho al
honor, sino de determinar si el ejercicio de esas libertades
actúa o no como causa excluyente de la antijuricidad.
Existen en consecuencia dos perspectivas que es nece­
sario integrar, la que enjuicia la conducta del sujeto en
relación al honor y la que la valora en relación a la libertad
de información o expresión, y sólo de la ponderada valo­
ración de las circunstancias fácticas del supuesto desde
ambas ópticas puede ser resuelto de manera constitu­
cionalmente adecuada el conflicto de derecho funda­
mentales presente en este tipo de casos, teniendo en
cuenta que el juicio sobre la adecuación de esta pon-

deración a los postulados consticionales compete en últi­
ma instancia a este Tribunal.

El recurrente en amparo y el Ministerio Fiscal coin­
ciden en afirmar que en el presente supuesto la pon­
deración realizada, tanto por la Audiencia Provincial de
Barcelona, como 'por el Tribunal Supremo no es correcta
desde el punto de vista constitucional. El recurrente cen­
tra sus alegaciones en el hecho de que el conflicto ha
sido valorado exclusivamente desde la existencia o no
de animus iniuriandi. El Ministerio Fiscal por su parte
señala la insuficiencia con la que ambas Sentencias han
procedido al análisis de uno de los elementos esenciales
para la soluicón de este tipo de conflictos: la veracidad
de la información.

Una lectura atenta de las resoluciones judiciales
impugnadas nos lleva a concluir que, en efecto, el con­
flicto ha sido resuelto de forma prácticamente exclusiva
desde la consideración del supuesto anímus íniuríandí
del recurrente derivado de la publicación de la carta
en el medio' de comunicación del que es director sin
contrastar adecuadamente, ni la veracidad de la infor­
mación recogida en ella, sobre la que la Sentencia de
la Audiencia se limita a afirmar escuétamente que «no
se constató», ni la trascendencia pública de la noticia
para contribuir a la formación de una opinión pública
libre, elementós que hubieran podido llevar a una distinta
valoración penal de la conducta del ahora recurrente,
en cuanto que podrían excluir su antijuricidad al encon­
trarse protegidas por el ejercicio ¡:le un derecho funda­
mental preferente, como lo es el de comunicar libre­
mente información veraz, Siendo función de este Tri­
bunal constatar que la ponderación se ha llevado a cabo
de forma acorde al diferente valor que se debe otorgar
en el caso concreto a ambos derechos constitucionales
y siendo negativa la respuesta, hay que concluir que
las referidas Sentencias han desconocido el derecho fun­
damental invocado por el recurrente.

2. Ahora bien, al igual que sucede en cada ocasión
de las ya muy numerosas en las que el Tribunal Cons­
titucional ha sido llamado a decidir sobre la preferente
aplicación de los derechos en conflicto en un caso con­
creto, este desconocimiento no significa sin más el otor­
gamiento del amparo; tratándose de una errónea deli­
mitación del contenido de un derecho fundamental que
impidió la necesaria ponderación entre el derecho al
honor y el derecho a comunicar libremente información
veraz, de acuerdo a un ya copioso cuerpo jurisprudencial
(entre otras, SSTC 104/1986, 107/1988,185/1989),
hemos .de pronunciarnos sobre el fondo de la cuestión
planteada.

Esta ponderación debe de partir del hecho de que
el conflicto se plantea entre el derecho a comunicar libre­
mente información veraz, en cuanto que se refiere. a
un hecho concreto noticiable -La supuesta jactancia de
un concejal del Ayuntamiento de Igualada en una deter­
minada reunión pública sobre el hecho de haber que­
mado banderas españolas-, susceptible como tal de
comprobación, y al que es aplicable el límite de vera­
cidad, a diferencia de lo que sucede con el conflicto
entre la libertad de expresión (entre o,J:ras, SSTC
107/1988 y 6/1988)y el derecho al honor de la persona
objeto de la información.

La jurisprudencia de este Tribunal ha ido configurando
una serie de criterios O pautas para resolver estos con­
flictos. Entre ellos se ha destacado especialmente el de
la veracidad de los hechos y el de la relevancia de la
información, ya que, si bien existe una dimensión Pre­
ferente de la libertad de expresión sobre el derecho al
honor en cuanto que es garantia y condición necesaria
del pluralismo político y de la formación de la opinión
pública (entre otras muchas, SSTC 104/1986 Y
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165/1987), sin embargo «para indagar si en un caso
concreto el derecho a la información debe prevalecer
será preciso y necesario constatar con carácter previo
la relevancia pública de la információn y la veracidad
de los hechos y afirmaciones contenidas en esa infor­
mación» (STC 171/1990).

No se puede negar en primer lugar que el hecho
objeto de la información tiene relevancia a nivel local.
en cuanto que se trata de unas manifestaciones públicas
de un Concejal del Ayuntamiento que pueden resultar
de interés para la opinión pública. Desde este punto
de vista es evidente que el hecho puede ser considerado
noticioso o noticiable a nivel local y por tanto contenido
de la libertad de información (entre otras SSTC
105/1983 y 611988). Es más, las ,circunstancias que
rodean al caso, y en especial el tratarse de unas decla­
raciones pC!blicas de un persona también pública, hacen
que tengamos que concluir que nos encontramos ante
uno de los supuestos en los que la libertad de infor­
mación actúa en grado preferente frente al derecho al
honor de la persona que es objeto de la referida infor­
mación (entre otras, SSTC 107/1988 y 5111989). Tal
punto de vista jJarece no ser negado por las Sentencias
impugnadas, ya que no hay en ellas una expresa nega­
ción de este aspecto, sino que se limitan a afirmar que
debe prevalecer el derecho al honor dado la existencia
de un supuestos animus iniuriandi deducido a su vez
de la «no constantación» de que se hubiera producido
la jactancia sobre el hecho de la quema de las banderas
españolas.

El problema se traslada por tanto al segundo de los
elementos exigibles para que se produzca la primacía
del derecho a la información: su carácter veraz. Para
ello hay que tener en cuenta que, como ha establecido
la STC 8/1 988 y ha reiterado con posterioridad la STC
105/1990, cuando la Constitución requiere que la infor­
mación sea veraz no está, tanto privando de protección
a las informaciones que puedan resultar erróneas, o sen­
cillamente no probadas en juicio, cuanto estableciendo
un específico deber de diligencia sobre el informador
a quien se puede y se debe exigir que lo que trasmita
como hechos haya sido contrastado con datos objetivos,
privando así de la garantfa constitucional a quien defrau­
dando el derecho de todos a la comunicación actúe con
menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comu­
nicado. El ordenamiento no presta su tutela a tal con­
ducta negligente ni menos a quien comunica como
hechos simples rumores, o lo que es peor, meras insi­
nuaciones insídiosas.

En consecuencia, se hace preciso analizar no tanto
si lo publicado en el medio de comunicación del recurren­
te responde a la verdad, entendida ésta como consta­
tación absoluta y plena de lo afirmado, sino más bien
si, al autorizar su publicación, el recurrente ha obrado
de acuerdo a los estándares mfnimos de diligencia y
profesionalidad que le son exigibles para que la infor­
mación pueda ser considerada veraz.

Pues bien, no hay duda de que la información publi­
cada merece ese calificativo, y a esta conclusión se llega
mediante el análisis de dos circunstancias presentes en
el pleito.

En primer lugar por la mera lectura de la prueba tes­
tifical realizada, a tenor de la Cual, y según se recoge
en la Sentencia del Tribunal, Supremo resulta probado
«que en la cena que se celebró en conmemoración
del X aniversario de Igualada como ciudad Pubilla de
la Sardana, hubo manifestaciones por parte del denun­
ciante don José Ramón Gumá sobre los hechos que
habían ocurrido diez años antes, y en los que se había
producido la quema de banderas nacionales. A excep­
ción de uno de los testigos aportados por la acusación

particular, que manifestó no haber oído nada de ban­
deras, los demás testigos reconocen que el denunciante
habló sobre este tema, existiendo solamente diferencias
sobre si existió jactancia en la manifestación y sobre
si el denunciante manifestó que había participado en
aquellos hechos». A pesar del resultado de dicha tes­
tifical. de por sí sólo suficiente para afirmar la veracidad
de la información, en el sentido de la jurisprudencia de
este Tribunal ha otorgado al término, sin embargo, las
dos Sentencias ahora recurridas adoptan un punto de
vista distinto al considerar que el hecho de que no se
hubiera probado de forma suficiente la jactancia en las
afirmaciones en el acto del juicío equivale de forma auto­
mática a la no veracidad de la información, y, en con­
secuencia a que la libertad de información no pudiera
actuar como causa de exclusión de la antijuricidad del
atentado al honor, conclusión que no puede ser com­
partida por este Tribunal.

Hay además un segundo elemento que tampoco ha
sido valorado de forma adecuada, y que contribuye tam­
bién a reafirmar la veracidad de la información. Se trata
del hecho de que el recurrente en amparo no es el autor
del escrito. Por el contrario ha quedado acreditado como
hecho que se trata de una carta al director publicada
en la sección «Vd. opina» del Bisemanario local «Igua­
lada», y sobre la que el recurrente asume la respon­
sabilidad únicamente en la medida en que como director
de la publicación decide no revelar su autor, en aplicación
de la cláusula del secreto profesional previsto igualmente
en el artículo 20 de la C.E. Es evidente que los directores
de los medios informativos no adquieren la misma res­
ponsabilidad por la publicación de los escritos elabo­
rados por los profesionales que en ellos trabajan que
por los contenidos de los enviados por los lectores a
las secciones destinadas a recoger opiniones e infor­
maciones en principio ajenas a la línea editorial de los
medios. Ello no quiere decir que en estos supuestos los
directores no puedan asumir responsabilidades, pero sí
al menos que la diligencia profesional exigible a efectos
de veracidad disminuye en relación al contenido de las
informaciones elaboradas por los profesionales del
medio. Pero es que, además, en el supuesto concreto
que estamos enjuiciando, resulta patente la diligencia
del ahora recurrente en amparo para constatar la vera­
cidad de la información, ya que también ha resultado
probado que autorizó su publicación como consecuencia
de haber estado presente en el acto y en consecuencia
tener una constancia directa de que los hechos narrados
en la carta eran veraces.

3. En definitiva, tratándose de la difusión de una
información que reúne las condiciones de veracidad exi­
gidas por el texto constitucional y que hace referencia
a hechos de indudable interés público, es evidente que
nos encontramos ante un conflicto de derechos cons­
titucionalesque debe ser resuelto a favor de la libertad
de información, y que en la medida en que, tanto la
Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, como
la del Tribunal Supremo no lo entendieron así, deben
ser anuladas como forma de restablecimiento del dere­
cho a comunicar libremente información veraz del
recurrente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE ,LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Primero.-Reconocer al recurrente el derecho a comu­
nicar información veraz.
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Segundo.-Restablecerlo en su derecho mediante la
anulación de las Sentencias de la Sala Segunda del Tri­
bunal Supremio de 8 de junio de 1989 y la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Barcelona de 14
de abril de 1986, declarando concluso el procedimiento
penal seguido contra el recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el '«Boletín Oficial del
Estado»

Dada en Madrid, a dieciocho de enero de mil nove­
cíentos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 16/1993, de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.752/1989. Con­
tra Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo de la Audiencia Terriorial de Sevi­
l/a. Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: incongruencia entre la fundamenta­
ción de la Sentencia recurrida y su fallo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Presidente; don Fernando García-Mon y González-Regue­
ral, don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende, y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.752/89, interpuesto
por la Compañía mercantil «Hiper Puerto, Sociedad Anó­
nima», representada por el Procurador de los Trbunales
don Santos de Gandarillas Carmona y con la asistencia
letrada de doña Elena Cardona Ayuso, frente a la Sen­
tencia de 19 de mayo de 1989 de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Sevilla, dictada en los Autos núm. 636/85. Han inter­
venido el Ministerio Fical y el Abogado del Estado. Ha
sido Ponente el Presidente del Tribunal, don Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. el día 17 de agosto de 1989 tuvo entrada en
este Tribunal un escrito mediante el cual don Santos
de Gandarillas Carmona, en nombre y representa­
ción de «Hiper Puerto, Sociedad Anónima», interpuso
recurso de amparo frente a la Sentencia de 19 de mayo
de 1989 dictada por la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de la Audiencia Terriorial de Sevilla, resolviendo
el recurso contencioso-administatio núm. 636/85.

2. La demanda de amparo se basa en los siguientes
hechos:

al A la entidad recurrente se le giraron en su día
actas de liquidación de cuotas a la Seguidad Social. por
falta de cotización de un trabajador que pertenecía a
empresa distinta, fundándose la Inspección de Trabajo
en que aquélla era responsable solidaria en aplicación
del arto 42 del Estatuto de los Tabajadores y del
arto 1 de la Ordenanza Laboral de Grandes Almacenes,
sobre la base de la supuesta contratación de obras o
servicios correspondientes a la actívidad de la recurrente.

bl Interpuesto recurso contencioso-administrativo
contra el acto de liquidación y el confirmatorio de éste,
la Sala competente de la Audiencia Territorial de Sevilla
dictó Sentencia de 19 de mayo de 1989, desestimando
la demanda y declarando conforme a Derecho el acto
impugnado.

3. La solicitante de amparo considera que dicha
Sentencia vulnera el arto 24.1 de la C.E., pues si bien
se trata de una decisión que no carece de una funda­
mentación incluso amplia, correcta y razonable, existe
una absoluta falta de conexión lógica entre dicha fun­
damentación y el fallo. Según alega, toda la fundamen­
tación expuesta en la Sentencia, en donde se rechaza
que la recurrente fuera responsable solidaria en virtud
del arto 42 del Estatuto de los Trabajadores o del
arto 1 de la Ordenanza Laboral referida y que existiera
alguna relación de contratación o subcontratación de
obras o servicios entre aquélla y la empresa principal
para la que trabaja el trabajador carente de cotización,
llevaría por lógica a estimar la demanda contenciosa.
Sin embargo, en el fallo se desestima la demanda y
se confirma el acto iAlpugnado, sin que se sepa cuál
es la motivación de dicho fallo. La recurrente afirma que
lo que existe es un grave error no ya al emitir, sino
al transcribir el fallo, pero que determina una violación
del derecho fundamental invocado. Solicita que se anule
la Sentencia impugnada, ordenándose que se dicte otra
ajustada a Derecho.

4. Por providencia de 2 de octubre de 1989, la
Sec.ión acordó, a tenor de lo dispuesto en el arto 50.3
de la LOTC, conceder un plazo de diez días a la recurrente
y al Ministerio Fiscal para que formularan alegaciones
en relación con la posible concurrencia del motivo de
inadmisión del recurso de amparo consistente en no
haberse agotado todos los recursos utilizables dentro
de la vía judicial [arto 44.1 al LOTC].

En dicho trámite, el Fiscal alega que se está denun­
ciando un error material de la Sentencia impugnada,
que debía haberse resuelto en trámite de aclaración de
Sentencia, conforme al art. 267 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial. La omisión de este remedio procesal sólo
es imputable a la parte recurrente y, dado el carácter
subsidiario del recurso de amparo, éste debe ser inad­
mitido por el defecto insubsanable mencionado en la
anterior providencia.

Por su parte, la entidad actora alega que contra la
Sentencia combatida no cábe interponer recurso ordi­
nario alguno en la vía judicial, siendo así que, para enten­

.der agotada esta vía a efectos de interponer recurso
de amparo, no es necesario utilizar los recursos extraor­
dinarios, que, por lo demás, tampoco existen para el
presente supuesto. Pero, aunque existiera algún recurso
utilizable, la propia Sentencia impugnada, al señalar que
cOntra la misma no cabe recurso ordinario alguno, refor­
zaría el eventual error de la dirección letrada de la parte
recurrente, dejando a ésta en indefensión, por lo que
el recurso de amparo debería ser admitido.

5. Por providencia de 13 de noviembe de 1989
la Sección acordó admitir a trámite la demanda de ampa­
ro y, a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC, requerir
atentamente al Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía, antigua Sala de lo Contencioso-Administrativo de
Sevilla, la remisión de testimonio del recurso 636/85,
interesando el emplázamiento de las partes de! proceso
antecedente, excepto el rar:urrenta en amparo.

6. El día 20 de diciembre de 1989 se regis,Tó un
escrito del Abogado del Estado solicitandc que &8 tuviera
por personada a dicha representación en el ¡:Jff'sente
proceso de amparo.


